
 
 

 

A LA MESA DE LA JUNTA GENERAL DEL PRINCIPADO DE 

ASTURIAS 

 

Álvaro Queipo Somoano, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular al 

amparo de lo previsto en los artículos 216 y siguientes del Reglamento de la 

Cámara, tiene el honor de presentar la siguiente Proposición No de Ley para 

su debate ante Comisión. 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

La prestación económica por cuidado de menores afectados por cáncer u otra 

enfermedad grave, conocida como prestación CUME, constituye uno de los 

principales instrumentos de protección para aquellas familias que deben 

reducir de manera significativa su actividad laboral para atender de forma 

directa, continua y permanente a un hijo o hija afectado por una enfermedad 

grave. 

Su finalidad es compensar parcialmente la pérdida de ingresos que sufren 

quienes se ven obligados a reducir su jornada laboral para poder cuidar. No 

hablamos, por tanto, únicamente de una prestación económica. Hablamos de 

permitir que una madre o un padre puedan permanecer al lado de su hijo 

cuando más lo necesita sin verse obligados a elegir entre cuidarle o mantener 

su actividad profesional. 

Actualmente, la prestación puede mantenerse hasta los 23 años cuando 

persisten la enfermedad grave y las necesidades de cuidado y hasta los 26 

años cuando, antes de alcanzar los 23, se acredita además un grado de 

discapacidad igual o superior al 65 %. 

Sin embargo, permanece un problema fundamental: cumplir una 

determinada edad no supone que desaparezcan una enfermedad grave, una 

discapacidad, una situación de gran dependencia ni la necesidad de cuidados 

directos, continuos y permanentes.  



 
 

Existen familias que, al alcanzar sus hijos los 26 años, pueden perder esta 

protección, aunque las circunstancias que justificaron su reconocimiento 

continúen existiendo. 

A esta cuestión se suman otras demandas planteadas durante los últimos años 

por las familias y las entidades que las representan, quienes demandan 

reducir la excesiva burocracia; evitar diferencias de criterio en la gestión de 

la prestación; adaptar la regulación a nuevas formas de asistencia como la 

hospitalización domiciliaria o la atención ambulatoria especializada; 

favorecer la corresponsabilidad entre progenitores; o garantizar que los 

avances en escolarización, autonomía o integración social de una persona 

con una enfermedad grave no terminen convirtiéndose en un obstáculo para 

el mantenimiento de la protección cuando continúa existiendo una necesidad 

efectiva de cuidados. 

Durante 2026 esta realidad ha tenido un importante recorrido institucional y 

parlamentario. 

El Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones inició la 

tramitación de un nuevo Proyecto de Real Decreto para desarrollar el 

régimen jurídico de la prestación CUME.  

Asimismo, el Pleno del Congreso de los Diputados ha debatido distintas 

iniciativas relacionadas con la mejora y continuidad de la prestación CUME.  

Posteriormente, durante la tramitación en el Senado del Proyecto de Ley de 

modificación de las leyes de discapacidad y dependencia, se incorporó un 

conjunto amplio de mejoras relativas a las familias CUME.  

Entre ellas se encontraban la prórroga excepcional de la prestación más allá 

de los 26 años para situaciones de discapacidad igual o superior al 65 % o 

gran dependencia, grado III, cuando continuaran existiendo necesidades 

acreditadas de cuidado; el reconocimiento de la hospitalización domiciliaria 

y la atención ambulatoria especializada; una mayor corresponsabilidad entre 

progenitores; criterios homogéneos para las entidades gestoras y mutuas; 

medidas de simplificación administrativa; protección específica para 

trabajadores autónomos y mecanismos para revisar la situación de quienes 

hubieran perdido la prestación por alcanzar el límite de edad. 



 
 

El Gobierno vetó la tramitación de determinadas enmiendas basándose en 

una posible incidencia presupuestaria. El Senado rechazó algunas de estas 

objeciones al considerar que no se había justificado suficientemente su 

afectación sobre el presupuesto en vigor, incumpliendo con ello la doctrina 

del Tribunal Constitucional en esta materia. 

Finalmente, el 16 de septiembre de 2026 el Congreso de los Diputados 

culminó la tramitación de la reforma. Algunas de las mejoras relacionadas 

con la CUME incorporadas por el Senado fueron respaldadas. Sin embargo, 

la Mesa del Congreso acordó que no procedía someter a tramitación ante el 

Pleno, algunas de ellas, tras la disconformidad expresada por el Gobierno, 

singularmente las contenidas en la enmienda Transaccional con nº de registro 

90.682 que contemplaba las principales mejoras, entre ellas la Prórroga 

excepcional de la prestación más allá de los 26 años.  

Por tanto, aunque durante esta tramitación se han producido avances que 

deben ser reconocidos y aplicados, continúa pendiente una cuestión esencial 

para muchas familias: garantizar que la protección no desaparezca 

únicamente por alcanzar una determinada edad cuando permanecen intactas 

la discapacidad o la gran dependencia y, sobre todo, la necesidad acreditada 

de cuidados. 

Las familias CUME necesitan una regulación estable, clara y 

suficientemente garantista.  

Por ello el Portavoz que suscribe presenta, para su debate ante Comisión, la 

siguiente: 

PROPOSICIÓN NO DE LEY 

 

La Junta General del Principado de Asturias manifiesta su apoyo a las 

familias beneficiarias de la prestación por cuidado de menores afectados por 

cáncer u otra enfermedad grave (CUME), así como a las asociaciones y 

entidades que las representan, reconociendo la dedicación y especial 

intensidad de los cuidados que prestan e insta al Consejo de Gobierno a: 

 



 
 

1. Instar al Gobierno de España a promover con carácter urgente las 

modificaciones legislativas necesarias para permitir la prórroga 

excepcional de la prestación y del correspondiente permiso CUME 

más allá de los 26 años cuando la persona causante se encuentre en 

situación de discapacidad igual o superior al 65% o gran dependencia, 

grado III, siempre que persista la convivencia con el progenitor o 

cuidador beneficiario, y  continúen acreditándose la necesidad de 

cuidado directo, continuo y permanente y se mantengan los restantes 

requisitos legalmente establecidos.  

 

En todo caso, se entenderá cumplido el requisito de convivencia 

cuando la persona beneficiaria resida temporalmente en un recurso 

residencial o en una vivienda con apoyo en régimen de estancia de 

respiro o de corta duración, siempre que se mantenga de forma 

continuada el ejercicio efectivo y continuado del cuidado.   

 

2. Instar al Gobierno de España a incorporar en la legislación reguladora 

de la CUME una adaptación de la situación protegida a la realidad 

asistencial actual, incluyendo, conforme a criterio médico, la 

hospitalización domiciliaria, la atención ambulatoria especializada u 

otras modalidades equivalentes, que sustituyan al ingreso hospitalario 

sin disminuir la intensidad de los cuidados, así como medidas que 

permitan avanzar en la corresponsabilidad de los cuidados en aquellos 

supuestos de especial intensidad asistencial. 

 

3. Instar al Gobierno de España a garantizar criterios comunes, públicos 

y homogéneos para el reconocimiento, abono y gestión de esta 

prestación de la Seguridad Social, evitando diferencias injustificadas 

en el reconocimiento, mantenimiento o prórroga de la prestación. 

 

4. Instar al Gobierno de España a desarrollar y hacer efectivas las 

mejoras relativas a la prestación CUME aprobadas definitivamente 

durante la tramitación parlamentaria de la reforma de las leyes de 

discapacidad y dependencia. 



 
 

 

5. Instar al Gobierno de España a establecer, en el marco de la 

modificación legislativa correspondiente, un procedimiento que 

permita revisar la situación de aquellas familias que hubieran perdido 

la prestación exclusivamente por haber alcanzado el límite máximo de 

edad cuando continúen concurriendo las circunstancias de 

discapacidad o gran dependencia y las necesidades acreditadas de 

cuidado. 

 

6. Instar al Gobierno de España a garantizar la financiación necesaria 

para que cualquier ampliación o mejora de la prestación CUME cuente 

con respaldo presupuestario suficiente y pueda aplicarse de forma 

estable y con plena seguridad jurídica. 

 

7. Instar al Gobierno de España a mantener un diálogo permanente con 

las familias CUME, las asociaciones que las representan, las 

organizaciones de pacientes y de personas con discapacidad y los 

profesionales implicados, con el objetivo de que cualquier desarrollo 

normativo responda a las necesidades reales de quienes reciben y 

prestan estos cuidados. 

 

8. Dar traslado de los presentes acuerdos al Gobierno de España, al 

Ministerio de Inclusión, Seguridad Social y Migraciones, al Ministerio 

de Derechos Sociales, Consumo y Agenda 2030, al Congreso de los 

Diputados y al Senado. 

 

 

Palacio de la Junta General, 25 de septiembre de 2026 

 

 

 

 

Álvaro Queipo Somoano 

Portavoz 
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